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Preocupa aumento en financiamiento electoral

Buscan variar deuda política

• Piden ampliar contribución para capacitación política

Berlioth Herrera Lunes 15 de mayo, 2000
Los costarricenses deberán pagar una factura muy alta por la próxima fiesta electoral. Se estima que la deuda política llegará a ¢8.168 millones, lo cual duplica la cifra que se pagó en 1998.

Ante esta situación, líderes políticos y ciudadanos abogan por algún tipo de moderación al aporte estatal y variar el uso de estos fondos, para que una buena tajada se use en capacitación política.

Algunos cambios implican reformas constitucionales que formarán parte de un debate nacional sobre los cambios electorales.

El disparo de la deuda política se debe en parte a la variación que puso en práctica el Banco Central en el método para calcular el Producto Interno Bruto (PIB), mediante el cual este rubro creció un 30,1 por ciento.

Por mandato constitucional el Estado debe dar a los partidos políticos una contribución para la campaña correspondiente al 0,19 por ciento del PIB, lo cual en 1998 se tradujo en ¢3.557 millones.

Pero con las nuevas reglas, a esta cifra tendrá que sumarse el 30,1 por ciento de crecimiento en el PIB, además del aumento natural de este rubro por año, que en 1998 fue del 7 por ciento, en 1999 del 8,4 por ciento. Para este año y el próximo se estima en un 6 por ciento anual.

A la operación aritmética se adiciona la inflación, con lo cual el aumento en la deuda con respecto a 1998 podría ser de un 60 por ciento, dijo el Ministro de Hacienda, Leonel Baruch.

"Esto es un monumento al despilfarro", afirmó el diputado del Movimiento Libertario, Otto Guevara. El exlegislador liberacionista Ottón Solís sentenció que se deben señalar como culpables a los partidos políticos mayoritarios que en 1997 concretaron el cambio en el cálculo de la deuda.

Antes de esa fecha, el Estado contribuía con el 2 por ciento de los últimos tres presupuestos públicos.

Varias opciones

La Comisión Consultiva de Reformas Electorales presentó al TSE una propuesta para que la deuda política sea del 0,19 por ciento pero del Producto Nacional Bruto (PNB).

Sin embargo, para variar el sistema de cálculo se requiere impulsar una reforma constitucional.

Si se quiere que entre en rigor para la próxima campaña, deberá presentarse en el Congreso, leerse en tres ocasiones con intervalos de seis días, y pasar a una comisión dictaminadora.

Luego deberá ser aprobada por votación no menor a dos tercios del total de los miembros del Congreso (38 votos) y volver a una comisión que lo remita al Poder Ejecutivo. Todo debe ocurrir durante la presente legislatura para que el Presidente lo incluya en su informe de labores el próximo primero de mayo y luego retorne a Cuesta de Moras a recibir tres debates más.

El presidente del TSE, Oscar Fonseca, estimó que muchas de las propuestas de cambio constitucional relacionadas con el tema electoral no podrán entrar en vigencias para las próximas elecciones pues tienen que estar aprobadas por lo menos 6 meses antes de las votaciones nacionales.

En esto también trabajan expertos del Centro de Asesoría y Promoción Electoral (CAPEL). Luis Alberto Cordero, asesor de este órgano, informó que el tema del cálculo de la deuda es parte de un plan sobre cambios electorales que entregarán al TSE en junio.

El proyecto contempla una forma diferente de distribuir los fondos de la deuda política. Incluye eliminar los bonos de la deuda política y permite financiar la capacitación política.

La propuesta contempla que del total de la deuda, un 40 por ciento sea para gastos de campaña y un 60 por ciento para financiar actividades de capacitación política.

Del 40 por ciento destinado a la campaña, un 10 por ciento será para contribuir con los grupos políticos nuevos o aquellos que no alcanzaron antes el 4 por ciento de los sufragios emitidos.

Los partidos mayores tendrían acceso a un 30 por ciento, del cual se adelantaría en efectivo un 80 por ciento. El restante 20 por ciento se giraría luego dependiendo del porcentaje de votos obtenidos. Se mantiene en esta iniciativa la obligación de hacer las liquidaciones ante la Contraloría General de la República.

Deuda en crecimiento


